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APELACION 
procedente del 
Tribunal de 
Primera  
Instancia, Sala de 
Arecibo 
 
Civil núm.: 
CAC2014-2623 
(302) 
 
Sobre: Solicitud 
para hace cumplir 
Orden del 
Departamento de 
Asuntos del 
Consumidor 
 

Panel integrado por su presidente el Juez González Vargas, la 

Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
Rivera Torres, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Comparecen ante este Tribunal de Apelaciones, Island 

Developers SE (Island) y United Surety and Indemnity Company 

(United) mediante escrito de apelación y nos solicitan la revisión de 

la Sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia de 

Arecibo (TPI) el 17 de mayo de 2016, notificada el 19 del mismo 

mes y año. Mediante la misma, el TPI declaró Ha Lugar la Petición 

para hacer cumplir Orden presentada por el Departamento de 

Asuntos del Consumidor (DACo).  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma el dictamen apelado. 

I. 

Surge del expediente que en el 2012 el señor Ortiz Piñeiro 

presentó ante el DACo una querella contra Island, Karimar 

Construction, SE. (Karimar) y United. El 12 de marzo de 2012 el 
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DACo notificó a Karimar la celebración de una vista administrativa 

a la siguiente dirección: Karimar Construction SE., P O Box 8000, 

Aguada, PR 00602.  

Ninguno de los querellados compareció a la vista 

administrativa. Consecuentemente, el 17 de abril de 2012, el DACo 

emitió una Resolución.  Ordenó a los co-querellados a corregir las 

deficiencias de construcción en la residencia del señor Ortiz Piñeiro 

y advirtió que de no cumplir con lo anterior, estos tendrían que 

pagarle solidariamente al señor Ortiz Piñeiro la suma de $4,950. 

Esta Resolución se notificó a Karimar a la siguiente dirección: PO 

Box 8000, Aguada, PR, 00922.1 

Transcurridos más de dos años desde el mencionado 

dictamen, el DACo presentó una Petición para hacer cumplir orden 

ante el TPI.2 Adujo que los co-querellados no habían cumplido con 

lo ordenado en la Resolución del DACo, la cual a esa fecha era 

final, firme e inapelable. El 9 de septiembre de 2014 el TPI emitió 

una Orden y Citación dirigida Karimar, la cual se le notificó 

personalmente por conducto de la Sra. Damaris Arcelay Acevedo.3  

Tras varios trámites procesales, el 29 de febrero de 2016, 

Island requirió al TPI que no tomara en consideración la petición 

del DACo, puesto que la Resolución en controversia fue mal 

notificada a una dirección inexistente de la co-querellada Karimar. 

A esta petición se unió United el 3 de marzo de 2016 e insistió que 

el TPI carecía de jurisdicción para hacer cumplir la Orden del 

DACo. El DACo y el señor Ortiz Piñeiro se opusieron a la solicitud 

de desestimación. Entre otras cosas, arguyeron que el presente 

caso carecía de evidencia alguna de que las notificaciones de 

citación a la vista y de la Resolución hayan sido devueltas por el 

                                                 
1 Apéndice del recurso, págs. 33-37. 
2 La cual fue notificada a Karimar a la siguiente dirección: PO Box 8000, 

Aguada, PR, 00602. 
3 Citación entregada el 5 de noviembre de 2014, apéndice del alegato en 

oposición a apelación, págs. 3-4. 
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servicio postal. Adujeron que se activaba la presunción establecida 

en la Regla 304 (23) de Evidencia. 

Llegado a este punto, el TPI emitió la Sentencia bajo nuestra 

consideración mediante la cual declinó desestimar el presente 

pleito. Para el foro de instancia quedó probada la falta de evidencia 

fehaciente de que la notificación del dictamen emitido por el DACo 

el 17 de abril de 2012 haya sido devuelta por el correo federal a 

todas las partes, incluyendo a Karimar. Sostuvo que se presumía 

que todos la recibieron y expresó lo siguiente: 

“Este tribunal tiene claro el hecho incontrovertible de 
la ausencia y falta de la existencia en el expediente 
administrativo en el DACo y también en record bajo el 
presente caso de petición para hacer cumplir orden, 
sobre alegación alguna de Karimar, sus oficiales, 
empleados o agente residente, que bajo juramento 
hayan declarado de que no hubiesen recibido las 
notificaciones de todas las órdenes y resolución final 
en el presente caso por ser errónea su dirección postal 
o diferente a las notificaciones de la determinación 
administrativa DACo.”4 

 
Por consiguiente, se ordenó a Island, United y Karimar a que 

solidariamente paguen al Sr. José E. Ortiz Piñeiro la suma de 

$4,950 conforme lo ordenado por el DACo, más el interés legal 

correspondiente computado desde el 1 de mayo de 2012 hasta su 

pago total. El TPI impuso, además, el pago solidario de $3,000 en 

concepto de honorarios por temeridad y $500 de honorarios de 

abogado conforme a la Ley núm. 10 del 20 de marzo de 1972, 23 

LPRA sec. 1016. 

Inconformes, Island y United comparecen ante este tribunal 

intermedio y le señalan al TPI la comisión de los siguientes errores: 

…al entender que un error en la dirección de una de 
las partes al momento de notificar la Resolución del 
DACo, puede ser subsanado en el procedimiento de 
hacer cumplir orden; 
 
…al imponer $3,000 por temeridad bajo la Regla 44.1 
(d) de Procedimiento Civil de Puerto Rico y $500 de 
honorarios de abogado, constituyendo así un abuso de 
discreción; 
 

                                                 
4 Apéndice del recurso, págs. 4-12. 
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…al imponer intereses desde el 1 de mayo de 2012 
hasta su pago total. 

 

El 1 de agosto de 2016 el DACo, en beneficio del 

consumidor, señor Ortiz Piñeiro, presentó su alegato en oposición. 

Estamos en posición de resolver. 

II. 

-A- 

La Regla 304 de Evidencia establece la presunción 

controvertible de que “una carta dirigida y cursada por correo 

debidamente, fue recibida en su oportunidad.” 32 LPRA Ap. VI R. 

304(23). Esta presunción puede ser refutada mediante hechos o 

argumentos en contrario. Para activar esta presunción se debe 

demostrar que se envió la carta. Una vez establecido este hecho, 

corresponde a la otra parte presentar prueba para persuadir al 

juzgador de la inexistencia del hecho presumido de que la carta 

llegó a su destino. Por tanto, la otra parte puede presentar prueba 

para derrotar el hecho base o para derrotar el hecho presumido.  

Le corresponde al juzgador de los hechos, en su sana discreción, 

aquilatar la prueba y hacer una determinación. CSMPR v. Carlo 

Marrero, et als, 182 DPR 411, 429-430 (2011);  Hawayek v. A.F.F., 

123 DPR 526, 531 (1989). 

Al respecto, el Profesor Chiesa explica: 

“Así, pues, la parte contra quien va dirigida la 
presunción no sólo tiene la obligación de presentar 
evidencia-so pena de que el juzgador quede obligado a 
inferir el hecho presumido-sino que, además, tiene el 
peso de la prueba para persuadir al juzgador de que 
no ocurrió el hecho presumido…  
 
. . . . .  
 
Si el demandado presenta pruebas en apoyo de que no 
ocurrió el hecho presumido, entonces el juzgador 
resolverá la cuestión a la luz de toda la evidencia, pero 
teniendo presente que el peso de la prueba lo tiene la 
parte que pretende establecer que el hecho no 
ocurrió.” E. Chiesa, Práctica Procesal Puertorriqueña-
Evidencia, Publicaciones JTS (1985), pág. 44. 
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-B- 
 

La Regla 44.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

44.1, permite la imposición de honorarios en caso de que 

cualquiera de las partes o sus abogados procedan con temeridad o 

frivolidad. La jurisprudencia ha descrito la temeridad “como 

aquella conducta que hace necesario un pleito que se pudo evitar, 

que lo prolonga innecesariamente o que obliga que la otra parte 

incurra en gestiones evitables.” Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 

178 DPR 476, 504 (2010). Esta misma conducta se toma en cuenta 

tanto para la imposición de honorarios de abogado al amparo de la 

Regla 44.1 (d) de Procedimiento Civil, supra, como para la 

imposición de intereses legales por temeridad al amparo de la 

Regla 44.3 (b) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.3 (b).  

Estas penalidades “persiguen el mismo propósito de disuadir 

la litigación frívola y fomentar las transacciones mediante 

sanciones que compensen a la parte victoriosa los perjuicios 

económicos y las molestias producto de la temeridad de la otra 

parte.” Marrero Rosado v. Marrero Rosado, supra, pág. 505. 

También se ha indicado que el propósito de la imposición de 

honorarios por temeridad es penalizar a la parte que por su 

“terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconvenientes de un pleito.” COPR v. SPU, 181 DPR 299, 342 

(2011). 

Por tanto, se considera que incurre en temeridad aquella 

parte que torna necesario un pleito frívolo o que provoque su 

indebida prolongación, y que obliga a la otra a incurrir en gastos 

innecesarios. Colón Santos v. Coop. Seg. Mult., 173 DPR 170, 188 

(2008); PR Oil v. Dayco, 164 DPR 486, 511 (2005). 
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La determinación de si una parte obró con temeridad 

descansa en la sana discreción del juez sentenciador. Colón Santos 

v. Coop. Seg. Mult. P.R., supra. Por ser una cuestión discrecional 

este foro apelativo le debe deferencia a la imposición de temeridad 

por parte del TPI. Sin embargo, esta deferencia no es absoluta, por 

lo que puede revisarse ante indicios de abuso de discreción. 

Andamios de P.R. v. Newport Bonding, 179 DPR 503, 520 (2010). 

III. 

En el presente caso los apelantes entienden que el TPI 

carecía de jurisdicción para atender la solicitud de hacer cumplir 

la orden del DACo, debido a un error en la notificación dirigida a la 

co-querellada Karimar. No les asiste la razón. 

No existe duda de que la notificación que se efectúa vía 

correo postal debe dirigirse a la dirección correcta de las partes 

para que cobre eficacia. Tampoco existe duda de que el DACo 

notificó la Resolución en controversia a una dirección de Karimar 

con un código postal distinto al utilizado en documentos previos 

que obraban en el expediente administrativo, como la Orden del 12 

de marzo de 2012.5 El apartado postal estaba correcto.  

Entendemos que debido a las particularidades del presente 

caso, la notificación controvertida se sostiene como correcta. 

Según mencionamos, existe una presunción controvertible de que 

“[u]na carta dirigida y cursada por correo debidamente, fue 

recibida en su oportunidad.” Regla 304 (23) de Evidencia, supra. El 

TPI descansó en esta presunción al momento de dictar la sentencia 

que hoy revisamos. 

Primeramente, el hecho de que los apelantes arguyan que 

Karimar no recibió la Resolución del DACo, no era causa suficiente 

para que el TPI se declarara sin jurisdicción para atender la 

solicitud de hacer cumplir dicho dictamen. Lo cierto es que la 

                                                 
5 Apéndice del alegato en oposición a apelación, págs. 1-2. 
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notificación no fue devuelta por el correo, a pesar de existir un 

error en el código postal de la dirección de Karimar. Ello demostró 

que les correspondía a los apelantes presentar prueba fehaciente 

para rebatir la presunción de que en efecto la notificación fue 

recibida.   

Sin embargo, no existe esta evidencia en el expediente. El 

TPI expresó en su sentencia que el expediente del DACo estaba 

falto de evidencia demostrativa de que la resolución fue devuelta y 

que la presunción no fue derrotada. Nótese que se trata de una 

presunción controvertible que no fue refutada debidamente 

mediante declaraciones juradas o alguna otra evidencia suficiente 

para persuadir al juzgador de que no ocurrió el hecho presumido.  

Además, cabe resaltar que el TPI le anotó la rebeldía a 

Karimar porque nunca compareció a las diversas vistas a las 

cuales fue citada, ni presentó defensa afirmativa alguna. Tampoco 

hizo lo propio ante el DACo, a pesar de haber sido notificada a la 

dirección correcta. Resulta necesario destacar que quien alega que 

el TPI no tenía jurisdicción para atender la solicitud del DACo fue 

la representación legal de Island, ni siquiera fue la propia Karimar.  

Si bien la defensa de falta de jurisdicción se puede levantar por 

cualquiera de las partes, a Island no le constaba de propio y 

personal conocimiento si realmente la co-querellada Karimar 

recibió la notificación del DACo. Así pues, meras alegaciones, 

insuficientes para derrotar la presunción no son aceptables.  

Por último, los apelantes cuestionan la imposición de $3,000 

de honorarios por temeridad, los intereses legales computados 

desde el 1 de mayo de 2012 y $500 de honorarios de abogado. 

Aducen que solo se ampararon en el estado de derecho sobre 

notificaciones defectuosas y que no debieron ser penalizados por 

ello.  
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Según indicamos, el propósito de la imposición de 

honorarios por temeridad es disuadir la litigación frívola. En este 

caso no hallamos razón para interferir con la discreción del TPI al 

fijarles a los apelantes la suma de $3,000 por concepto de 

honorarios de abogado de forma solidaria. El expediente sostiene 

estas actuaciones del TPI, pues se demostró la existencia 

alegaciones sin fundamentos válidos por parte de los apelantes y 

actitudes contumaces como lo fue la ausencia total de la co-

querellada Karimar a los procesos ante el DACo y el TPI. Si la parte 

apelante no contaba con prueba fehaciente que sostuviera sus 

alegaciones, resultaba innecesario un pleito con las 

inconveniencias, el tiempo invertido y los gastos que esto 

acarreaba. La suma fijada por temeridad y la fecha de computación 

de los intereses legales deben ser confirmadas. De igual forma se 

sostiene la imposición de los $500 por concepto de honorarios de 

abogado bajo la mencionada Ley núm. 10 del 20 de marzo de 

1972.6 

En fin, no hay base en el expediente que nos permita alterar 

la conclusión del TPI. No se demostró que su decisión fue 

arbitraria o irrazonable o que no estaba justificada por una 

evaluación justa de la prueba que tuvo ante sí.7   

VI. 

Por las razones antes esbozadas se confirma el dictamen 

apelado.   

 

                                                 
6 § 1016.  Costas y honorarios de abogado. 

(a) En todas las acciones que para protección de los consumidores instaren ante 

nuestros tribunales y los tribunales [federales], el Departamento de Asuntos del 
Consumidor y el Departamento de Justicia podrán recuperar costas y 

honorarios de abogado. 

(b) Las costas y honorarios recuperados bajo el inciso (a) de esta sección 

ingresarán en el Tesoro de Puerto Rico, en un fondo especial que será 

administrado por el Secretario de Hacienda de Puerto Rico, pero que será 

destinado a sufragar en parte los gastos en que incurran estas agencias al instar 
futuras acciones para protección de los consumidores. 
7 Véanse Rodríguez v. Urban Brands, 167 DPR 509, 522 (2006); Quiñones López 
v. Manzano Pozas, 141 DPR 139, 152 (1996).   
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Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

DIMARIE ALICEA LOZADA 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


